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La presente Evaluación de la Política Nacional Anticorrupción (PNA) tiene como objetivo 
general valorar las acciones realizadas en el marco de la PNA a cinco años de su entrada 
en vigor, considerando como aspecto clave la coordinación de los mecanismos 
establecidos, así como el desempeño de los actores que integran el SNA. Sus objetivos 
específicos son: 

1. Identificar los mecanismos de coordinación, los actores involucrados, así como 
las atribuciones, y las actividades o acciones que realizan. 

2. Analizar la trazabilidad del flujo de información que cada actor genera, 
identificando aquellas fallas en la coordinación. 

3. Identificar las fortalezas y áreas de mejora para alcanzar una coordinación más 
efectiva y así redefinir la recalibración de la PNA. 

La Política Nacional Anticorrupción fue aprobada por el Comité Coordinador (CC) del SNA 
en enero de 2020 y publicada oficialmente al mes siguiente. No obstante, su Programa 
de Implementación (PI-PNA) fue publicado en marzo de 2022, lo cual implica que su 
implementación comenzó dos años después, por lo que, al momento de esta Evaluación, 
se habían cumplido tres años y 10 meses efectivos de operación. 

En cuanto a su diseño, la PNA aborda la corrupción desde tres perspectivas conceptuales: 
individual (actos desviados de la norma), organizacional (redes de colusión) y sistémica 
(prácticas normalizadas). Los cuatro ejes de la PNA se corresponden con estas 
perspectivas: el Eje 1 (Combatir la corrupción y la impunidad) responde al enfoque 
individual; el Eje 2 (Combatir la arbitrariedad y el abuso de poder) aborda el fenómeno 
desde la perspectiva organizacional; mientras que los Ejes 3 y 4 (Promover la mejora de 
la gestión pública e Involucrar a la sociedad) se centran en la dimensión sistémica. Por 
su parte, la justificación empírica de la PNA recayó en una amplia Consulta Pública 
Nacional y en un compendio de estadísticas nacionales e internacionales para 
dimensionar el fenómeno de la corrupción. Si bien el diagnóstico resultante fue robusto 
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y exhaustivo, se apreció un uso acrítico de algunas fuentes, particularmente de las 
provenientes de organizaciones de la sociedad civil (OSC), al presuponer la validez de sus 
metodologías sin un escrutinio más profundo. Por ejemplo, algunas de estas fuentes 
están basadas en consultas a expertos, sin aclarar el proceso de selección de esos 
expertos, sus nombres y sus trayectorias académicas y profesionales. Asimismo, las 
fuentes utilizadas para el Diagnóstico de la PNA tienen más de cinco años de antigüedad, 
por lo que se recomienda a la SESNA actualizarlo con base en la información disponible 
más reciente, procurando utilizar principalmente fuentes oficiales y, en los casos en los 
que se recurra a estudios académicos o realizados por OSC, revisar que su metodología 
sea válida y replicable y que sus datos sean públicos. 

El andamiaje del SNA fue concebido como una compleja red de interdependencia entre 
actores clave, articulada a través de cuatro órganos rectores definidos en la Ley General 
del Sistema Nacional Anticorrupción (LGSNA): el CC, el Comité de Participación 
Ciudadana (CPC), el Comité Rector del Sistema Nacional de Fiscalización (CRSNF) y los 
Sistemas Locales Anticorrupción (SLA).  

El CC se posiciona como el núcleo estratégico y responsable de la dirección PNA y la 
emisión de directrices integrales, el cual está integrado por una persona representante 
del CPC, quien se encarga de presidirlo; la persona titular de la Auditoría Superior de la 
Federación (ASF); la persona titular de la Fiscalía Especializada en materia de Combate a 
la Corrupción (FECC); la persona titular de la Secretaría Anticorrupción y Buen Gobierno 
(SABG); en su momento, una persona representante del Consejo de la Judicatura Federal 
(CJF); la persona titular de la presidencia del Tribunal Federal de Justicia Administrativa 
(TFJA); y la persona titular de la presidencia del organismo garante del artículo 6 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM). La Secretaría Ejecutiva 
del Sistema Nacional Anticorrupción (SESNA) funge como el órgano de apoyo técnico del 
CC.  

Los ámbitos de competencia, atribuciones y facultades de los principales actores 
integrantes del CC y de los SLA se encuentran debidamente normados y delimitados, sus 
mandatos son claros, así como los tramos de responsabilidad que les competen a cada 
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institución en materia de fiscalización; control interno; y para la investigación, 
substanciación y resolución de procedimientos administrativos y penales. Sin embargo, 
en la PNA se incluyeron algunas líneas de acción que no caen en el ámbito de 
competencia de los miembros del CC, por lo que, en los hechos, no pudieron ser 
ejecutadas. Con base en la información más reciente, se sugiere a la SESNA revisar la 
pertinencia de las estrategias y líneas de acción actualmente presentes en la PNA 
asegurando que todas recaigan en el ámbito de competencia de los miembros del SNA. 
Dado que algunas de las líneas de acción actualmente presentes en la PNA requieren 
cambios, se sugiere al Poder Legislativo valorar la pertinencia de hacer una reforma 
constitucional al artículo 113 para incluir en el CC a uno o dos representantes del Poder 
Legislativo Federal, que podrían ser las personas titulares de las presidencias de las 
comisiones de Anticorrupción y Transparencia del Senado y la Cámara de Diputados. 

Considerando las reformas institucionales proyectadas para finales de 2024, el 
desempeño de los integrantes del CC, responsables directos de la implementación de la 
PNA, presenta un panorama de contrastes: 

• CPC: Su rol como enlace con la sociedad civil es fundamental; sin embargo, su 
capacidad de influencia se ve mermada por tensiones institucionales, carencias 
de recursos propios más allá de los sueldos de los propios consejeros ciudadanos 
y una dependencia de la voluntad política de los demás actores. 

• ASF: Ejerce una función fiscalizadora crucial, pues genera los insumos técnicos 
(auditorías) para que otras instancias puedan iniciar procesos de investigación y 
sanción de presuntas responsabilidades administrativas y penales. 

• FECC: Su mandato es investigar y perseguir delitos de corrupción, pero su eficacia 
se ve limitada por recursos insuficientes, lo que puede generar desconfianza 
ciudadana. 

• SABG y Órganos Internos de Control (OIC): Su función es la prevención, detección 
y sanción de faltas administrativas al interior de la administración pública, así 
como normar y verificar el control interno. 

• CJF (cuyas funciones disciplinarias transitan al nuevo Tribunal de Disciplina 
Judicial, TDJ): Su rol se centra en la resolución de carpetas de investigación por 
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delitos relacionados con hechos de corrupción y la eventual imposición de 
sanciones, así como la supervisión interna y la sanción de faltas administrativas 
de su personal. 

• Órgano de Transparencia (antes Instituto Nacional de Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales, INAI, cuyas funciones se transfirieron a 
Transparencia para el Pueblo, TPP): Su función es verificar el cumplimiento de las 
obligaciones de transparencia por parte de los entes públicos obligados y recibir 
recursos de revisión por parte de los solicitantes en caso de inconformidad con la 
información que hayan recibido. 

En lo que respecta a los recursos con los que cuentan los órganos que integran el CC se 
identificó que, en materia financiera estos no han sufrido grandes variaciones de 2018, 
año de creación del SNA, a 2024. A reserva del INAI, que tuvo un decremento significativo 
por su desaparición, los recursos con los que cuentan estos órganos les permitirían 
continuar con las acciones en materia de combate a la corrupción como se han venido 
implementando desde la creación del SNA y el diseño de la PNA. 

La coordinación interinstitucional es el pilar sobre el que descansa todo el diseño del 
SNA. El sistema opera bajo un modelo de gobernanza en redes, que carece de una 
autoridad jerárquica y, por tanto, su éxito depende casi exclusivamente de la voluntad 
política de sus miembros para colaborar. Evidencia de lo anterior es la baja asistencia a 
las sesiones del Comité Coordinador de algunos de sus miembros. Entre 2020 y 2024, de 
las 22 sesiones que debieron celebrarse, se llevaron a cabo 15 (un 68.2%) y varias 
sesiones fueron canceladas por falta de quórum. Por ejemplo, la ASF solo asistió al 33.3% 
de las sesiones realizadas y el CJF al 46.7%. Algunas instituciones que participan en el CC 
consideran que, por la naturaleza pública de sus sesiones, no se pueden abordar asuntos 
sustantivos que impliquen casos de corrupción ya que violarían el estatus reservado que 
la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública (LGTAIP) les otorga y 
que los temas que se tratan son principalmente adjetivos. 

No obstante, la implementación de la PNA y las Políticas Estatales Anticorrupción (PEA) y 
la creación de espacios como los comités coordinadores ha generado dinámicas de 
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coordinación que potencian los mandatos de procedimientos establecidos en los 
ordenamientos jurídicos que rigen a cada institución integrante del CC. El trabajo de 
campo de esta Evaluación encontró como ejemplo paradigmático a la creación de cursos 
que han derivado en el intercambio de conocimientos entre diferentes áreas de 
especialización, como pueden ser la fiscalización y la investigación, substanciación y 
resolución de procedimientos de responsabilidad administrativa y penal, que han 
favorecido el entendimiento mutuo de las necesidades de cada una de las instituciones, 
la creación de un lenguaje en común y, en última instancia, la mejor integración de 
informes de presunta responsabilidad administrativa y de las carpetas de investigación 
por presuntos delitos relacionados con hechos de corrupción y el aporte de pruebas para 
su substanciación, con el consecuente potencial efecto de reducir la impunidad. En ese 
sentido, se recomienda a la SESNA sistematizar estas experiencias y ofrecer estos cursos 
a nivel federal y de las entidades federativas, así como documentar estas iniciativas que 
hayan surgido desde lo local como buenas prácticas que pueden socializarse a otros SLA. 

El nivel de consolidación de los SLA ha sido heterogéneo, así como sus capacidades 
institucionales para implementar la PNA en las entidades federativas y sus propias PEA. 
Existen pocos que no se han conformado y otros tienen a sus CPC incompletos. Estos 
Sistemas encuentran en una fase de transición. La etapa de diseño de las PEA está casi 
consolidada, con 30 de 32 entidades contando con una política aprobada. Sin embargo, 
la implementación y evaluación enfrentan obstáculos estructurales persistentes, tales 
como vacancia en puestos clave e insuficiencia presupuestal para algunos de los 
miembros de sus respectivos CC. A nivel nacional, 11% de los nombramientos en los SLA 
estaban pendientes en 2025, lo cual representa un obstáculo para su plena operatividad. 
Algunas fiscalías anticorrupción señalaron no contar con el presupuesto y personal 
suficiente para poder cumplir eficazmente con sus encomiendas. Mientras algunas 
entidades federativas muestran una alineación estratégica y proactividad, en otras sus 
PEA no se han implementado o enfrentan limitaciones en recursos que comprometen la 
implementación de algunas de sus líneas de acción. En ese sentido, la implementación 
de la PNA y de las PEA requiere de mecanismos de nivelación que doten de recursos 
mínimos (humanos y financieros) a los integrantes de los CC y las secretarías ejecutivas, 
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tanto a nivel federal como de las entidades federativas. En ese sentido, se recomienda al 
CC hacer un exhorto público a las legislaturas de las entidades federativas con el fin de 
que en sus presupuestos garanticen los recursos necesarios y suficientes para la 
operación de las instituciones que forman parte de los SEA, especialmente a los CPC, 
SESEA y FECC. 

Los cambios constitucionales que llevaron a la desaparición del INAI han generado 
incertidumbre en algunos CC respecto a cuál será el futuro de los órganos locales 
garantes del derecho a la información y transparencia gubernamental y cómo se llevará 
a cabo la implementación de las líneas de acción de la PNA y de las PEA que les 
corresponden. Por lo anterior, se sugiere que el CC exhorte de manera pública a las 
legislaturas de las entidades federativas para que hagan los cambios legislativos 
necesarios para dar certidumbre jurídica a los órganos que se van a encargar de 
garantizar el derecho a la información pública. 

Los mayores desafíos para la implementación de la PNA y de las PEA se presentan a nivel 
municipal por varias causas. En primer lugar, en algunas entidades federativas no está 
regulado el perfil que deben tener los OIC municipales y se han presentado casos en los 
que personas servidoras públicas de las administraciones públicas municipales y de los 
ayuntamientos ejercen dichas funciones, generando posibles conflictos de interés. Otra 
causa son los recursos limitados que enfrentan muchos municipios lo cual incide en que 
la función de contraloría no se ejerza con las capacidades suficientes, impactando de 
manera negativa en diversos procesos como, por ejemplo, la integración de informes de 
presunta responsabilidad administrativa, así como posibles denuncias por delitos 
relacionados con hechos de corrupción, que se turna a los tribunales administrativos o a 
las fiscalías anticorrupción, según sea el caso. En última instancia, esta situación incide 
en bajas tasas de sanción y, consecuentemente, en impunidad. En este sentido, se 
sugiere valorar la pertinencia de hacer las modificaciones legales necesarias a fin de que 
se puedan separar a las autoridades ejecutivas de los órganos de vigilancia y control a 
nivel municipal. Estas reformas deben asegurar que los municipios cuenten con los 
recursos suficientes para sufragar el sueldo y material de trabajo para quienes ejerzan 
esta función. Con base en lo anterior, se recomienda al CC exhortar públicamente a los 
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Poderes, entidades federativas y municipios que no han compartido su información a 
que lo hagan a la brevedad. Asimismo, se sugiere a la SESNA que complete los prototipos 
del Sistema de información y comunicación del Sistema Nacional de Fiscalización y del 
Sistema de denuncias públicas. 

El principal instrumento formal para el intercambio de información, la Plataforma Digital 
Nacional (PDN), no se ha consolidado del todo. A junio de 2024, el avance en la 
interconexión de los entes públicos es bajo y marcadamente desigual entre el ámbito 
federal y el estatal. Por ejemplo, en el Sistema 1 (Declaraciones patrimoniales), la 
interconexión federal alcanza el 91%, mientras que la estatal apenas llega al 20%; en el 
Sistema 2 (Servidores en contrataciones), el avance federal es de solo 0.86%, en contraste 
con el 30% a nivel estatal. Adicionalmente, en el sistema de servidores públicos 
sancionados, el TFJA no ha aportado información alguna, lo que representa un 
incumplimiento total a nivel federal. Este fallo es aún más notorio al contrastarlo con el 
avance del 59% logrado por los tribunales estatales. Finalmente, dos de los seis sistemas 
que la ley establece como obligatorios siguen "en construcción", socavando la capacidad 
del SNA para generar inteligencia y operar de forma sistémica. Con base en lo anterior, 
se recomienda al CC exhortar públicamente a los Poderes, entidades federativas y 
municipios que no han compartido su información a que lo hagan a la brevedad. 
Asimismo, se sugiere a la SESNA que complete los prototipos del Sistema de información 
y comunicación del Sistema Nacional de Fiscalización y del Sistema de denuncias 
públicas. 

El seguimiento de la PNA se realiza a través de dos sistemas principales: los Indicadores 
Nacionales y los Informes de Ejecución del PI-PNA. Aunque son complementarios, ambos 
presentan desafíos metodológicos, brechas de datos y, en ocasiones, hallazgos que 
parecen contradictorios. Por ejemplo, mientras los Indicadores Nacionales muestran una 
mejora en la tasa de determinación de carpetas de investigación por corrupción, los 
informes del PI-PNA no reportaron actividades específicas para lograrlo en su fase inicial. 
Esto sugiere una desconexión entre la estrategia documentada y los resultados 
observados a nivel agregado.  
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Los Indicadores Nacionales ofrecen una perspectiva sistémica, ideal para medir 
tendencias generales y el estado de consolidación del SNA. Su principal fortaleza radica 
en la capacidad de agregar datos complejos en índices que facilitan una lectura de alto 
nivel sobre el desempeño del sistema en su conjunto. Sin embargo, uno de sus 
principales indicadores confirma que la implementación de la PNA es del 19%. 

Los informes del PI-PNA proporcionan una visión micro y de proceso, enfocada en la 
ejecución de acciones concretas por parte de las instituciones responsables. Su valor 
reside en su capacidad para desglosar la PNA en estrategias operativas y verificar si las 
entidades están llevando a cabo las actividades comprometidas. Asimismo, permiten 
rastrear la participación institucional y la ejecución de productos específicos, como los 
avances en el andamiaje técnico de la PDN. El punto crítico fundamental de este sistema 
es la inestabilidad y falta de alineación de una gran parte de sus indicadores originales, 
con 42 de 63 propuestos para cambio desde el primer informe. Esta debilidad 
metodológica dificulta la medición consistente a lo largo del tiempo y la evaluación del 
impacto real de las acciones. Asimismo, deriva de que varias líneas de acción no recaen 
en el mandato de las instituciones que forman parte de los CC. En ese sentido, como 
parte del proceso de revisión de las líneas de acción, se sugiere que también se revisen 
sus indicadores a fin de que tengan un responsable de su medición. Por lo anterior, se 
recomienda a la SESNA establecer un mecanismo formal para alinear los hallazgos macro 
con los resultados micro. Esto permitiría que las tendencias sistémicas prioricen las 
acciones de implementación, mientras que la ejecución valide las tendencias observadas. 
Asimismo, diseñar un protocolo ágil para ajustar indicadores, líneas de acción y actores 
responsables ante cambios estructurales. Esto aseguraría la continuidad del 
seguimiento sin perder el rigor metodológico. 

Finalmente, la reforma al Poder Judicial federal y a los poderes judiciales de las entidades 
federativas constituye una oportunidad para profundizar el combate a la corrupción 
dentro de esta rama de gobierno ya que contempla la separación en diferentes órganos 
a su interior de los que administran la carrera de los servidores públicos que laboran en 
los poderes judiciales de los mecanismos de disciplina y sanción. No obstante, implicaría 
cambios que se tendrían que hacer a la PNA para reasignar las estrategias y líneas de 
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acción que caían bajo la responsabilidad de implementación en el Consejo de la 
Judicatura al Tribunal de Disciplina Judicial y al Órgano de Administración Judicial. Por tal 
motivo, se recomienda a la SESNA hacer esta revisión y, en su caso reasignación de tal 
forma que las líneas de acción cuenten con un responsable de su implementación. 


